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“El derecho a la igualdad en la jurisprudencia Constitucional respecto de la 

edad pensional entre la mujer y el hombre.” 

"The Right to Equality in Constitutional Jurisprudence Regarding the Retirement 

Age Between Women and Men" 

 

Ligia María Castañeda Bueno. 

 

Resumen. 

          La igualdad en la edad de jubilación entre hombres y mujeres constituye un 

tema de creciente relevancia en el sistema pensional colombiano, debido a las 

discusiones de género, sostenibilidad financiera y protección social. El objetivo de 

este análisis es examinar la evolución de las condiciones de acceso a la pensión de 

vejez para hombres y mujeres en Colombia, identificando los factores jurídicos y 

sociales que han influido en su desarrollo. Metodológicamente, se empleó un 

enfoque de análisis documental y normativo, basado en la revisión de la legislación 

pensional colombiana y de las recientes reformas orientadas a disminuir las brechas 

de género en el acceso a la seguridad social. Actualmente, la normativa mantiene 

una edad de pensión de 57 años para las mujeres y 62 años para los hombres, 

aunque ha incorporado medidas de acción afirmativa dirigidas a favorecer el acceso 

de las mujeres al sistema pensional.  Asimismo, se evidencia que las mujeres han 

enfrentado mayores dificultades de inserción en el mercado laboral, situación que 

ha limitado la acumulación de semanas de cotización. En conclusión, aunque 

persisten diferencias en la edad de jubilación, las reformas recientes buscan 

fortalecer la igualdad material mediante mecanismos compensatorios que 

reconocen las desigualdades estructurales de género.  

 
Palabras claves: igualdad de género, sistema pensional, seguridad social, equidad 

laboral, protección social, sostenibilidad pensional, brecha de género.   

 
 
Abstract. 
 

Equality in retirement age between men and women is an increasingly 

relevant issue in the Colombian pension system, due to discussions on gender, 

financial sustainability, and social protection. The objective of this analysis is to 

examine the evolution of access to old-age pensions for men and women in 

Colombia, identifying the legal and social factors that have influenced their 

development. Methodologically, a documentary and regulatory analysis approach 



was used, based on a review of Colombian pension legislation and recent reforms 

aimed at reducing gender gaps in access to social security. Currently, the regulations 

maintain a retirement age of 57 for women and 62 for men, although affirmative 

action measures have been incorporated to promote women's access to the pension 

system. Furthermore, it is evident that women have faced greater difficulties entering 

the labor market, a situation that has limited the accumulation of contribution weeks. 

In conclusion, although differences in retirement age persist, recent reforms seek to 

strengthen substantive equality through compensatory mechanisms that 

acknowledge structural gender inequalities. 

 
Keywords: gender equality, pension system, social security, labor equity, social 

protection, pension sustainability, gender gap. 

 
 
Introducción. 
 

 La equidad de género ha sido un tema relevante en la sociedad colombiana, 

donde las mujeres han enfrentado históricamente la discriminación y la diferencia 

en el acceso a diferentes aspectos de la vida, por ejemplo, el ámbito laboral y la 

cobertura social. La jurisprudencia constitucional colombiana ha tenido un papel 

importante a la hora de tratar de cambiar esas desigualdades en pro de la equidad 

de género por medio de marcos legales y sentencias. Una de las problemáticas á 

ticas centrales en las que se presenta la equidad de género en el caso colombiano 

es la diferencia en las edades de pensión hombre/mujer; Este ensayo reflexionará 

acerca de la jurisprudencia constitucional colombiana sobre la diferencia en la edad 

de jubilación entre hombres y mujeres, con indagaciones sobre el contexto histórico 

y la desigualdad de género, la norma aplicable , las causas de la diferencia en la 

edad de jubilación , su incidencia en la equidad de género, una comparación con 

estándares internacionales, obstáculos jurídicos y las consecuencias de eliminar o 

mantener la diferencia en la edad de jubilación. 

               

 En la Constitución Colombiana, se reconoce el principio de igualdad como un 

derecho fundamental que garantiza el trato justo a todas las personas ante la ley. 

En la historia, se han identificado diferencias en el tratamiento pensional entre 

hombres y mujeres, específicamente en lo que respecta a la edad de jubilación. En 

este ensayo, se analizará la jurisprudencia constitucional colombiana relacionada 

con esta disparidad y se discutirá si es compatible con el principio de igualdad 

consagrado en la Carta Magna. 

 

 Desde un enfoque biológico y demográfico, se argumenta que las mujeres, 

con una mayor esperanza de vida, deberían jubilarse antes para disfrutar de la 



pensión durante más años. Sin embargo, esta justificación ha sido cuestionada por 

la Corte Constitucional, que sostiene que cualquier distinción basada en el género 

debe ser rigurosamente revisada para ser conforme a la Constitución. La Corte ha 

señalado que acciones que perpetúan estereotipos de género o contribuyen a la 

desigualdad son contrarias al principio de igualdad establecido en la Constitución. 

 

Análisis de la Ley 1496 de 2011 desde la garantía a la igualdad salarial y de 

retribución laboral entre mujeres y hombres. 

 

 Es pertinente indicar que históricamente, las mujeres han estado excluidas a 

la toma de decisiones y de la inclusión en el mundo del trabajo. Esto ha dado lugar 

a una situación donde no había acceso a la seguridad social y, por ende, a la 

pensión. Al margen de los avances en derechos humanos y de género, existen 

desigualdades que dificultan a las mujeres el acceso a una pensión digna. Una de 

las principales problemáticas á ticas que afectan a las mujeres con respecto a las 

pensiones es la diferencia de género. La mujer suele tener trayectorias laborales 

que se ven interrumpidas por motivos de responsabilidad familiar, hecho que tiene 

repercusiones negativas en sus aportaciones a la pensión. Tal como lo indican 

DANE (2020). 

 
 Las mujeres abarrotan los sectores que menos salario les remunera y que, 
en consecuencia, las llevan a una menor pensión;  en cambio, la 
discriminación y la violencia de género constituyen un lugar común para 
muchas de estas mujeres en algún momento de su vida que lleva a que vivan 
situaciones de vulnerabilidad económica en la vejez. Las políticas públicas 
deben reflejar estas realidades para garantizar que las mujeres puedan 
recibir una pensión de forma equitativa. (P.22) 

 De ahí la urgencia desde la Ley y la Jurisprudencia de realizar 

recomendaciones para la equidad de las pensiones, ya que, sin duda, es necesario 

comenzar a crear espacios de igualdad entre géneros dentro del sistema de 

pensiones , políticas de conciliación entre el trabajo y la vida familiar que permitan 

a las mujeres poder llevar una trayectoria profesional sin discontinuidades, así como 

la eliminación de las brechas salariales y la introducción de perspectivas de género 

en el diseño de los sistemas de seguridad social.  

                                      
“Cuando se hablaba de la igualdad se hacía una referencia a la igualdad 
formal o teórica ante la ley, que aseguraba simplemente la aplicación de las 
leyes a las personas en condiciones iguales, pero que, al extenderse a 
situaciones jurídicas desiguales entre las personas, termina por generar un 
derecho material, en ese sentido, igualmente desigual, pues es aquel que, a 
su vez, es originado también por la desigualdad social y económica que hay” 
(Cejas, M. Et al. 2016. P. 5) 



Así mismo, Álvarez O y Nieto W. (2024), han indicado que: 
 

No es suficiente con tener leyes contra la discriminación; los Estados 
deben implementar acciones que aseguren el reconocimiento de 
diferencias reales. En ocasiones, esto puede requerir regulaciones 
desiguales que beneficien a grupos vulnerables para alcanzar éxitos 
socioeconómicos. Además, se debe considerar la igualdad sustantiva, 
que permite un trato diferenciado bajo ciertas condiciones justificadas, 
atendiendo a situaciones de inferioridad que atentan contra la dignidad 
humana. (P.9) 

 

         El derecho a la pensión de la mujer es un pilar fundamental en la lucha por la 

igualdad de género. Garantizar que las mujeres puedan acceder a una pensión 

digna y justa es esencial para romper con las estructuras de desigualdad que han 

prevalecido durante siglos. Solo a través de políticas inclusivas y equitativas 

podremos avanzar hacia una sociedad donde las mujeres y los hombres gocen de 

los mismos derechos y oportunidades en todos los ámbitos de la vida. 

 

        Así mismo, la sentencia C-410 de 1994 es de gran importancia porque plasmó 

los conceptos de discriminación e igualdad entre hombres y mujeres desde los 

diferentes ámbitos sociales, la corte en su momento aplicó la igualdad formal, por 

medio de la cual indicó que: 

 
La diferenciación en la expresión de la igualdad se relaciona con la 
igualdad formal mínima, que sugiere la necesidad de tratar situaciones 
de manera heterogénea. Esta teoría sugiere un tratamiento igualitario 
para individuos que son a la vez iguales y diferentes. Originalmente, 
la igualdad formal se centraba en los efectos jurídicos, ignorando los 
aspectos normativos. Sin embargo, este enfoque ha cambiado, 
integrando la igualdad en el contenido de la ley y alineándose con los 
principios del estado social de derecho, lo que habilita el control de 
constitucionalidad para verificar la relación entre la legislación y la 
constitución. (Corte Constitucional, 1994. P.1)                                      

 Así mismo se abrió la puerta hacia la inclusión de la mujer en la brecha de 

discriminación por sexo, donde se especificó que el gran conglomerado social de 

mujeres sufre de discriminación por la identidad de género. Por eso es 

imprescindible  hacer una distinción entre las necesidades y los beneficios que se 

otorgan ; fomentar una jurisprudencia más protectora y equitativa para las mujeres; 

a pesar de lo lamentable que resulta, en nuestra cultura se le concede mayor valor 

al rol de ser productivo que al de cuidar de una familia, el cual debería tener mayor 

valor, cosa que no se cumple , pero se considera que el poder y el derecho se 

valoran por la cantidad de dinero o de bienestar que se aporta a un colectivo. Tal 

como lo expresa Silvia, Y. (2023).  



 
(…) la creación de un Ministerio de la Mujer, resaltando que las mujeres 

deben resistir la limitación y la inequidad sufrida durante siglos. Se argumenta 

que la equidad es esencial para lograr paz, avance, progreso y justicia. Este 

ministerio coordinaría las necesidades y el rendimiento de la población 

femenina, buscando fomentar legislación y oportunidades, especialmente 

para aquellas mujeres fuera del ámbito empresarial. (p.24)                                                     

 Dentro de la planificación de las actividades pertinentes de la Convención se 

elabora la Recomendación 90, donde se recogen las orientaciones de política 

recomendadas en relación con la puesta en marcha de normas en el ámbito de la 

promoción de la equidad salarial, en igualdad de condiciones entre hombres y 

mujeres. La definición esencial de esta recomendación consiste en una norma que 

invita a los Gobiernos a generar mecanismos que posibiliten el acceso de las 

mujeres al mercado laboral desde el ámbito público y privado, que les aseguren 

llegar a la equidad salarial con los hombres. Las normas internacionales a las que 

hemos hecho referencia anteriormente dan soporte al desarrollo normativo sobre la 

política pública nacional de equidad de género en Colombia.   

                                        

 El concepto de igualdad material adquiere una  enorme importancia a partir 

del concepto de justicia material, que redefine el concepto de justicia como fin del 

derecho, así como el necesario cumplimiento, tanto de la norma como de la acción 

judicial , que es necesario para conseguir esa justicia material y así poder conseguir 

una igualdad material, que se expresa en oportunidades de igual naturaleza para 

todas las personas, al objeto de que puedan llegar a tener condiciones de vida 

digna; en este sentido, podría observarse que epistemológicamente es una de las 

principales claves que pretenden acotar más allá de las construcciones teóricas, 

donde la administración del conocimiento busca llegar a enunciar algunos principios 

fundamentales que integran derechos y no fórmulas feministas o sexistas que 

restringen la inclusión en el sentido de que los grupos vulnerados puedan ejercer 

sus derechos. (Sentencia T-432 de 1192). 

                                        
 El derecho a la pensión tiene como finalidad garantizar el bienestar de 

aquellos que, al no poder trabajar, necesitan dotarse de unas condiciones dignas 

para su vida. hablamos, sin embargo, de personas que han entregado toda su vida 

a un arte o un oficio, y que por este hecho tienen justificada su reclamación. De la 

garantía del derecho a la pensión depende muchas veces no solo la vida digna de 

la persona titular de la misma, sino que no son menos relevantes los efectos que 

dicha garantía pueda tener sobre el resto de la familia. Cabe recordar, en esta línea, 

que la familia goza de protección constitucional y que está considerada como el 

núcleo básico de la sociedad. Tal como lo expresan Duque, N y Duque; S (2016) 

 



(…) el derecho a la pensión parece fundamental para hacer posible una 
armonía social y una equidad de oportunidad; de la posibilidad de disfrutar 
de este derecho derivan otros, como el derecho a una vivienda adecuada, a 
garantizar la educación de los hijos o las personas con dependencia y hasta 
el derecho a la vida, ya que, por su situación, la alimentación y el cuidado en 
salud pueden depender de este ingreso. (P.5)                                                           

 La etapa de la vida en la que se prevé percibir una pensión es muy 

importante, porque es cuando aparecen dolencias, enfermedades e incluso la crisis 

del ciclo vital, que, sumadas a un entorno socioeconómico negativo, pueden afectar 

el desempeño de las personas, debilitando su sistema inmunológico, deteriorando 

su salud y, en consecuencia, reduciendo su calidad de vida. As í lo ha entendido la 

Corte Constitucional, que ha emitido importantes sentencias considerándolo.  

 

 En cuanto a la normativa actual en Colombia sobre seguridad social y 

pensiones, así como sus repercusiones desde el enfoque de los derechos 

fundamentales, se puede considerar que se han hecho reformas muy 

controversiales, ya que no se ajustan a lo que son los objetivos del estado social de 

derecho y, al mismo tiempo, implican una especial responsabilidad para sus 

responsables de garantizar el ejercicio de los derechos sociales. “Así, se puede 

sostener que las reformas a las pensiones de las últimas décadas podrían oponerse 

a los objetivos del estado social de derecho y afectar o restringir el derecho a la 

pensión de numerosos colombianos, sin distinción de género” (Cuentas, D y 

Rodríguez, K. (2017). O. 23)  

                  
Es así como la Corte Constitucional, a través de la sentencia C- 054 de 2024 
dispone: 

(…) El inciso del artículo 65 de la Ley 100 de 1993 afecta la igualdad de 
derechos y oportunidades entre hombres y mujeres, ya que exige que ambos 
demuestren la misma cantidad de semanas de cotización para acceder a la 
pensión mínima en el RAIS. Esta igualdad ignora la necesidad de un trato 
diferenciado para quienes enfrentan desigualdades, particularmente las 
mujeres que históricamente han tenido dificultades para alcanzar 
condiciones laborales equitativas. La Corte Constitucional ha señalado la 
importancia de un trato singular para las mujeres, dada su situación de 
desventaja, lo que hace necesario implementar medidas afirmativas para 
garantizar su derecho a la seguridad social en pensiones y un mínimo vital, 
especialmente para aquellas de escasos recursos. Esta situación limita las 
oportunidades de las mujeres vulnerables dentro del sistema. (P. 1) 

 El supuesto beneficio de las mujeres con una edad de pensión por debajo de 

aquella de los hombres, es considerado por los diferentes actores del sector 

productivo como un gasto. En esta línea, numerosos obstáculos aún determinan 

que el hecho de funcionar con mujeres resulta ser más caro o conlleva más 



problemas, no sólo porque deben hacer frente a negociar en sus hogares concretos 

la distribución del trabajo reproductivo habitualmente asignada al rol femenino, sino 

también porque obtienen beneficios como el maternal, la anticipada o la jubilación 

por viudedad. La acumulación de los beneficios de las mujeres incrementa los 

costos del proceso de formalización y, a su vez, fijan obstáculos directos para la 

inclusión de más mujeres al mercado del trabajo. 

                             
 Los principios establecidos por la OIT están planificados para el trabajo 

decente, aunque históricamente las mujeres han sido condicionadas en particular 

en la relación con el trabajo. A pesar de los avances de las mujeres en distintos 

ámbitos continúa existiendo diferencias por razón de sexo en el trabajo, en la 

segregación ocupacional, en los sueldos, en el trabajo inestable, en la escasa 

representación de las mujeres en puestos decisorios, en el poder e influencia, en el 

amparo familiar. (OEA, 2011. P.18).    

                       

 El hecho de que la mujer se jubila cinco años antes que el hombre, se justifica 

porque siempre se ha considerado que los hombres no se hacen cargo de los hijos 

en la misma medida que las mujeres, las cuales terminan asumiendo la carga de la 

maternidad; en estos momentos y debido a la situación del sistema pensional 

prevalente , constituye un requisito que en muchos casos termina perjudicando a la 

mujer, que cuenta por lo general con menos tiempo de afiliación al sistema, lo que 

implica irremediablemente menos oportunidades para alcanzar las semanas 

cotizadas en el Régimen Público o menor tiempo para acumular capital en el fondo 

privado. Esta hipótesis es tan ampliamente conocida que si realizamos un análisis 

de derecho comparado en la mayoría de los países europeos que fueron modelos 

a la hora de diseñar nuestro sistema de pensiones, podemos ver que tienen 

igualadas las edades de jubilación entre hombres y mujeres, entre otras razones 

porque la expectativa de vida de las mujeres supera incluso a la de los hombres.   

                                         

 Aun cuando se le ha planteado equiparar las edades de jubilación de ambos 

sexos, al final optarlas para incluir la edad de las personas llega a ser muy 

importante a la hora de examinar si la misma hace referencia a la igualdad de género 

desde una visión constitucional. La aplicación de la misma podrá ser interesante, 

que significa no sólo poder tener, y considerar las causas y los motivos que llevaron 

al legislador a realizar la distinción encomendándolo de manera económica con la 

referencia a la perspectiva que vendría por ser positivo si se incrementa la edad de 

pensión en las mujeres y negativo si se reduce la edad de pensión en los hombres.  

                                                 

 Dicho lo anterior , prueba evidente de la forma en que la igualdad ha sido 

tutelada como un a lo largo del tiempo y en las declaraciones y las convenciones 

más relevantes internacionalmente , por lo que se configura como un derecho muy 



importante para los Estados de tal forma que se protege en el caso colombiano 

como un derecho fundamental de una especial tutela en el sentido de que con ella 

se eliminan la servidumbre y la esclavitud y los privilegios económicos sustentados 

en la clase social , el género, la raza, entre otros. Así lo ha indicado Álvarez, O y 

Nieto. W. (2022) 

 
 (…) desde la aplicación del principio de igualdad se intenta garantizar un igual trato 
a las personas que se encuentran en situaciones similares, dado que cuando hay 
situaciones de desigualdad, lo que se hace es proporcionar un tratamiento 
diferencial positivo a las personas que están en una situación desventajosa en 
relación con las otras. Asimismo, exige una revisión de la situación concreta de 
estas personas en desventaja respecto a las demás. El principio de igualdad 
supone, por lo tanto, la condición de no discriminar a las personas. (p. 8) 

  Si resulta complicado abordar el tema de la igualdad social, con el tema 
género incrementamos la dificultad, pues a lo largo de la historia ha sido que los 
hombres han gozado y se han autoproclamado en una posición de superioridad 
frente a las mujeres. De esta dominación nace el feminismo, cuya primera tendencia 
es el feminismo liberal que tiene como objetivo la igualdad en derechos entre 
hombres y mujeres y una segunda tendencia que es el feminismo cultural que 
sostiene que, dado que hombres y mujeres son diferentes, que hay derechos para 
hombres y derechos para mujeres diferentes.  
 
 El feminismo ha conseguido la visibilización de la opresión de las mujeres, la 
explotación sexual y física a la que han estado expuestas en muchos momentos y 
el sufrimiento de las mujeres. Se ha conseguido en poder votar, y que las mujeres 
tienen derechos civiles que hasta entonces eran derechos masculinos, que tienen 
derecho a ganar los mismos salarios que los hombres y con las mismas 
prestaciones sociales y con leyes que garantizan que puede ir y trabajar y 
normativas que prohíben todos los tipos de discriminación.  
                                                                        
 A la par de las diferencias de género en el trabajo, se encuentra la 
desigualdad salarial entre hombres y mujeres, en la que históricamente los hombres 
han ganado más que las mujeres en los mismos tipos de empleo y similares 
condiciones laborales, aunque en los últimos años esta desigualdad se ha ido 
reduciendo; un hecho a tener en cuenta es el acceso al empleo, donde las mujeres 
tienen menor probabilidad de acceder a empleos que los hombres muestran más 
preferencia, lo que a su vez les afecta con un menor ingreso a la cotización en 
relación con el Sistema General de Pensiones.  
     
 Por ello, la Corte Constitucional en la sentencia C-064 de 2024, indica lo 
siguiente:  
 

El artículo 65 de la Ley 100 de 1993 es cuestionado por transgredir los 
derechos de las mujeres en el RAIS, especialmente en cuanto a igualdad, 
seguridad social y acceso a pensiones. Se argumenta que, aunque la norma 



parece neutral, en la práctica produce discriminación al limitar el acceso de 
las mujeres a la garantía de pensión mínima debido a su menor cotización. 
Esto afecta su protección social y el derecho a una pensión digna, 
especialmente para aquellas de escasos recursos. Así, la norma pone en 
peligro su acceso a un sustento básico en la vejez, contraviniendo principios 
constitucionales de remuneración mínima y equidad. 

                                                                                                                                                                                                                    

En consecuencia, se estableció declarar inexequible la expresión y hubieren 

cotizado por lo menos mil ciento cincuenta semanas (1.150) del artículo 65 de la 

Ley 100 de 1993 en lo que respeta a los efectos para las mujeres; además, se 

suspenden los efectos de la decisión hasta el 31 de diciembre de 2025; para que, 

en ese periodo, el congreso y el Gobierno tomen medidas afirmativas que 

contrarresten las desventajas que enfrentan las mujeres de no ser así, a partir del 

1° de enero de 2026 el número mínimo de semanas de cotización exigidas a las 

mujeres para obtener el acceso a la pensión mínima del RAIS previsto en el artículo 

65 de la Ley 100 de 1993 bajará en 15 cada año hasta alcanzar las 1000 semanas. 

(Corte Constitucional, Sentencia C-054 de 2024). 

 

 Por esta razón, es necesario mejorar las condiciones laborales de las 

mujeres, en lugar de aplicar una diferencia de edad fijada para tener acceso a un 

mismo derecho tras haber seguido una trayectoria profesional y loga para los 

hombres y las mujeres; El Estado debe ofrecer medidas en materia de derechos 

anti discriminación más, pero más severas, que garanticen cualquier forma de 

discriminación para tener un acceso ya a condiciones laborales justas, iguales para 

hombres y mujeres. La igualdad se ciñe, así, como una tarea de los entes públicos 

para llevar a cabo la legislación para todas las personas; de aquí que por medio del 

control constitucional se han reducido las semanas de cotización en cuanto a la 

pensión mínima de la mujer.           

 

Conclusión. 
 

De acuerdo al análisis de investigación plasmado en el ensayo, se puede concluir: 

 

1.  La Corte Constitucional, en relación con el caso concreto de estudio, ha 

expresado lo siguiente: la distinción a favor de la mujer en el requisito de edad para 

acceder al derecho a la pensión de vejez, no sólo lo no conculca el principio de 

igualdad, sino que lo hace real desde la óptica de la igualdad sustantiva, ya que 

persigue compensar situaciones de desigualdad que las mujeres han sufrido en el 

ámbito del trabajo a lo largo del tiempo. (Corte Constitucional, Sentencia C-410 de 

1994). 

             



2.  Las transformaciones sociales antes descritas se han visto reflejadas en las 

líneas doctrinales que se han venido creando / decretando desde la Corte 

Constitucional de Colombia, en donde, desde el punto de vista del progreso en 

cuanto a igualdad, se ha llegado a determinar que la protección legal de los 

intereses de las personas corresponde a dos criterios base. Uno de esos criterios 

es el principio general de igualdad, el cual indica que, en nuestro sistema de 

derecho, prima a fin de poder ser cumplido del todo con tres obligaciones definidas: 

la primera, de respeto ante la ley; la segunda, referida a la igualdad de trato o 

igualdad ante la ley y la tercera es la obligación de no discriminar. Y el segundo 

criterio, implica salvar en mayor medida el interés de ciertos sujetos, o sea, una 

obligación concreta que tiene el Estado de tratar preferentemente a colectivos 

discriminados o marginados, y de dar una protección especial a determinados 

grupos.   

                                            

3. A juicio de la Corte Constitucional, los artículos 13 y 53 de la Constitución 

pueden producir un deber al legislador: deberá no otorgar un tratamiento de 

igualdad normativa entre hombres y mujeres (esto es, un deber de discriminar) en 

la relación a la edad necesaria para acceder al derecho a la pensión. Tal debe se 

debe entender en el sentido de buscar un trato favorable hacia las mujeres en 

relación con los hombres. En todo caso, esta “discriminación positiva” o acción 

afirmativa hace valer que los grupos que han sido históricamente discriminados han 

de ser protegidos, lo que puede procurarles a las instituciones jurídicas una suerte 

de condicional privilegiada que deja simbólicamente una manera de preservar las 

diferencias entre hombres y mujeres, por un aparato de representaciones sociales 

de preferencia.                                                 
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